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Resol. Serie “B” N° 78
En la Ciudad de Santiago del Estero, a los siete días del mes de junio de dos mil diecinueve, la Sala Criminal, Laboral y Minas del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, integrada por el Dr. Gustavo Adolfo Herrera, como Presidente, y los Dres. Eduardo Federico Lopez Alzogaray y Sebastián Diego Argibay, como Vocales y, a los efectos del art. 188 de la Constitución Provincial, con los Dres. Eduardo José Ramón Llugdar y Carlos Pedro M. A. Lugones Aignasse, asistidos por el Secretario Judicial Autorizante, Dr. Mario José Medina, a los efectos de resolver el recurso interpuesto contra la resolución de fs. 423/430 del Expte. Nº 18.520 – Año 2016 – Autos: “Sosa Ramona del Valle c/ Mapfre A.R.T. (Compañía Aseguradora) s/ Compensación Adicional de Pago Único, etc. - Casación Honorarios”. Establecido el orden de pase a estudio, resultó designado para hacerlo en primer término el Dr. Gustavo Adolfo Herrera, y en segundo y tercer lugar, los Dres. Sebastián Diego Argibay y Eduardo Federico Lopez Alzogaray, respectivamente; y a los efectos del art. 188 de la Constitución Provincial, los Dres. Eduardo José Ramón Llugdar y Carlos Pedro M. A. Lugones Aignasse. 

El  Sr. Vocal, Dr. Gustavo Adolfo Herrera, dijo:



Y Vistos:Para resolver en los autos del epígrafe el recurso de casación interpuesto a ff. 431/456 por el apoderado de la actora contra la sentencia de la Excma. Cámara de Apelaciones de Trabajo y Minas de Segunda Nominación, del veintidós de diciembre de 2015, cuya copia obra a ff. 423/430.---------------------------------------


Y Considerando:



I) Que el recurrente cuestiona la decisión del tribunal de apelación que revocó la sentencia de primera instancia. Esta última, había rechazado la impugnación de planilla practicada por el contador del juzgado en la que se aplicó para el cálculo de los montos indemnizatorios, disposiciones de la Ley 26773. ---------------------------



En fundamento a ello la actora sostiene que la sentencia impugnada es claramente disvaliosa. Aduce que dicho decisorio otorga indebida preferencia a un aspecto meramente formal de la cuestión planteada, en detrimento de lo sustancial, dejando de lado el derecho laboral vigente al momento de la sentencia y las circunstancias comprobadas de la causa, en referencia a la Ley 26773 cuya aplicación entiende procedente. --------------------------



Señala que al decidir de ese modo, el tribunal  A-quo premia al deudor de mala fe que incumple sus obligaciones y castiga al acreedor (derechohabientes del trabajador) que merced a una injusta discriminación temporal, recibirá una indemnización laboral menguada, y por ende claramente insuficiente, inapropiada e injusta.--



Alega que la liquidación de los rubros condenados con más el ajuste establecido por la Ley 26773 para los accidentes de trabajo ocurridos durante la vigencia de la Ley 24557, no constituye aplicación retroactiva de la nueva normativa sino una aplicación inmediata, en tanto y en cuanto el daño sufrido por el dependiente no se encuentre aun reparado.-----------------



Sostiene que ello es así pues si bien el accidente sucedió con anterioridad a la entrada en vigencia de la Ley 26773, sus consecuencias: daño causado, cuyo resarcimiento peticiona, se encuentra impago y que por lo tanto goza del derecho a ser cuantificado conforme a las mejoras introducidas en la última modificación normativa. Agrega que no hay consecuencia consumada de un daño no reparado.-----------------------------------------



Señala que el propio tribunal suscribió en la sentencia dicho criterio, y que debido a ello, resulta inaceptable que haya basado su decisión en el solo hecho que dicha aplicación al confeccionar la planilla de liquidación, no había sido ordenada en la sentencia de condena, por entender que con ello se estaría vulnerando la cosa juzgada.------------------------------------------



Manifiesta además  que, si  bien es cierto que el fallo condenatorio no manda calcular el monto indemnizatorio conforme a la normativa antes mencionada, tampoco lo prohíbe.---------------------------------------


Denuncia que el tribunal olvidó que la relación jurídica se encontraba subsistente en su elemento esencial por cuanto no se había satisfecho el crédito ni había concluido o consumado sus consecuencias (art. 3, C.C.) Que las leyes son aplicables no solo a las nuevas situaciones o relaciones jurídicas creadas a partir de su vigencia sino también a las consecuencias que se produzcan en el futuro respecto de situaciones o relaciones existentes al momento de su entrada en vigencia. Que de lo contrario, se establecería una injusta desigualdad de trato entre los infortunios sucedidos con anterioridad a dicha ley pero aun sin reparar y aquellos ocurridos  durante su vigencia, por el solo hecho de haberse registrado en momentos diferentes.-----------------------------------------------



Manifiesta asimismo que el Tribunal a-quo debió aplicar el estatuto mas favorable al trabajador, y que soslayó por completo el principio de progresividad o de no regresión en materia laboral, causando con ello un grave perjuicio.------------------------------------------------



Por otro lado señala que incurrió en violación del principio de congruencia, al haber basado su decisión en la inviolabilidad de la cosa juzgada, por cuanto dicha cuestión no había sido introducida como agravio por la demandada.------------------------------------------------



Agrega que sin perjuicio de lo antes señalado, la cosa juzgada invocada en el fallo que lo agravia es discutible e impropia, y que no tiene los alcances pretendidos en el pronunciamiento objetado.---------------



En fundamento a ello, sostiene que en la sentencia de condena no se hizo mención a la Ley 26773 (ff. 343/352), lo cual no significa que no deba aplicarse dicha normativa al momento de su ejecución, por tratarse de derecho positivo vigente, que interesa y compromete de manera directa el orden público por regular una materia de  la seguridad social.--------------------------------------



Agrega asimismo, que al no haber sido motivo de decisión en la sentencia de condena la aplicación o no de la Ley 26773, no se advierte alteración alguna de la cosa juzgada. Cita el voto en minoría del pronunciamiento impugnado y aduce que la cosa juzgada como atributo de las sentencias judiciales no constituye un valor absoluto. Afirma que, presenta limitaciones objetivas y subjetivas, y que la preclusión produce el efecto de tornar irrecurribles las resoluciones judiciales, mas no el de legitimar situaciones no conciliables con el orden público.--------------------------------------------------



Señala además que con la aplicación al caso en particular del ajuste mediante el indice RIPTE contemplado  en la Ley 26773, lejos de violar o comprometer la cosa juzgada, en realidad la preserva y consolida.-------------



Puntualmente sobre el RIPTE y su incorporación  en la etapa de ejecución de sentencia, sostiene -citando fallos de tribunales nacionales- que ello no implica variar los efectos de la cosa juzgada ni dejar en estado de indefensión al deudor, sino simplemente adecuar los efectos del pronunciamiento al contexto actual, al cual no se hubiere arribado si el deudor hubiese cumplido sus obligaciones. Implica mantener la obligación originaria corregida tan solo en su expresión nominal.---------------

Explica además que de la interpretación del art. 17 incs. 5 y 6 de la Ley 26773, es posible concluir que lo dispuesto en este último refiere a la aplicación del RIPTE para aquellos créditos derivados de accidentes anteriores a dicha norma, cuya consecuencia se encuentre pendiente de reparación, sin que requiera petición de parte por tratarse de derecho vigente.------------------------------



Cuestiona también que el tribunal A-quo no se pronunció puntualmente sobre la petición de abonar la indemnización en forma de pago único conforme lo dispone la norma cuya aplicación pretende. En fundamento a ello señala que su art. 2º in fine, establece de modo expreso que las prestaciones indemnizatorias dinerarias de pago en renta quedan transformadas en prestaciones indemnizatorias de pago único, con excepción de las prestaciones en ejecución. Concluye así que sólo quedan excluidas aquellas que ya se estuvieren abonando en forma de renta. La norma opera ipso iure y debe aplicarse de inmediato en todas las causas judiciales en que las ART no hubieren pagado en forma de renta.-------------------------------------------



Plantea cuestión constitucional a los efectos del recurso extraordinario federal, pide que se haga lugar a la casación, se revoque en consecuencia, la sentencia de segunda instancia y se confirme la de ff. 392/393, con costas.---------------------------------------------------



II) A fs. 428/429 el Sr. Fiscal General se pronuncia por la procedencia de la casación por los fundamentos que allí expone.------------------------------



III) Atento lo dispuesto por el Código Procesal Laboral (Ley 7049), corresponde expedirse en primer término sobre la admisibilidad formal de la casación bajo estudio (art. 193, Ley 7049).  ---------------------------

En dicha tarea, de las constancias de la causa se advierte que  el recurso ha sido impetrado en el plazo fijado a tal fin (cargo de Mesa de Entradas de ff. 353 y vta. y cédula de notificación obrante a ff. 348 y vta.), y mediante escrito fundado, de acuerdo a los recaudos impuestos por el art. 186 del Código Procesal Laboral.----



IV) Ahora bien, no obstante la resolución materia de casación no es sentencia definitiva (arts. 181 y 183, CPL) por cuanto no termina el litigio ni hace imposible su continuación (art. 184, CPL), debe ser asimilada a ella, conforme criterio que viene sosteniendo este Alto Cuerpo en reiterados pronunciamientos.----------



En efecto, este Alto Tribunal se ha pronunciado por la inadmisibilidad de las casaciones planteadas contra resoluciones que son dictadas en el marco de incidentes de impugnación de planilla (en el caso impugnación de planilla en etapa de ejecución de sentencia -art. 199, CPL-) por no ser sentencias definitivas ni equiparables a tal ("Leiva Daniel Alfredo c/ Antonio Gubaira - Casación Laboral" Resolución del 07/04/2008).----------------------



Sin embargo ha dejado sentado también que, de manera excepcional dichos decisorios pueden reunir esta última condición cuando lo que se denuncia en esencia es el apartamiento o contradicción con lo resuelto en la sentencia que se está ejecutando (“Corbalán c. Cesca - Queja por Casación Denegada”, resolución del 16/05/2006) y/o pueda provocar al recurrente un agravio de imposible reparación ulterior (“Cáceres Rojas c/ Laboratorios Andrómaco Casación”, resolución del 27/12/2005). Este ultimo supuesto es el invocado por la actora en su recurso.--------------------------------------------------



En efecto, denuncia expresamente que con la decisión objetada, el tribunal de segunda instancia aplicó erróneamente las disposiciones de la Ley 24557 siendo que correspondía aplicar las de la Ley 26773 vigente al momento de practicarse la planilla de liquidación que impugnara la demandada. Argumenta además que con ello se arribó a un decisorio injusto, en tanto como consecuencia de allí resuelto, percibirá una indemnización menguada por la inflación, claramente insuficiente, causando a su parte un “enorme agravio patrimonial y moral” (f. 444).---------


En consecuencia, se considera propicio equiparar a definitiva la decisión venida en casación, en el entendimiento que si bien se trata de una sentencia dictada en un incidente de impugnación de planilla en etapa de ejecución de sentencia, lo resuelto refiere a cuestiones directamente vinculadas a la reparación de los daños -en el caso la muerte del trabajador cónyuge de la actora-  como consecuencia de un accidente de trabajo. Ésto, por cuanto podría incidir sustancialmente en el monto indemnizatorio que –en el caso- percibirán los derechohabientes, con la potencial posibilidad de causarles un perjuicio de imposible reparación ulterior. Debe tenerse en cuenta además el principio protectorio que rige en la materia (art. 14 bis CN) el cual se hace extensivo a aquéllos, cuando lo que se reclama se encuentra dentro del marco de un contrato de trabajo, como –entre otros- las indemnizaciones por muerte del trabajador por accidente laboral.-------------------------



V) Superada la admisibilidad formal de la casación, y en atención a los fundamentos que sustentan dicho recurso, cabe señalar que si bien este proceso se había iniciado durante la vigencia de la Ley 24557, la decisión que agravia a la actora fue dictada mientras regía la Ley 26773 (B.O. 26/10/12).-----------------------



En efecto, conforme se desprende de las constancias de la causa, el accidente in itinere en el que perdió la vida el trabajador -cónyuge de la actora- había sucedido el 05/07/2010, hecho que motivó el reclamo de reparación del daño (muerte del trabajador) en el marco de la Ley 24557, previo a la sanción y entrada en vigencia de la Nº 26773. --------------------------------------------



El tribunal de segunda instancia hizo lugar a la demanda el 17/12/2014 (fs. 343/352), esto es, entrada en vigencia la Ley 26773. Condenó a la accionada al pago de la compensación adicional pago único (arts. 18 ap 1º; art. 11 ap 4º y cc de la ley 24557 y Decreto 1694/09) y de la renta vitalicia (art. 18, ap 1º y art. 15, ap 2º, Ley 24557). --------------------------------------------------

Firme dicha decisión (fs. 355), y a los efectos de iniciar la ejecución de la sentencia, el contador del juzgado practicó planilla de liquidación, aplicando el reajuste mediante indice RIPTE, contemplado en el art. 8 de la Ley 26773 (f. 375).---------------------------------



Notificada la planilla, el demandado la impugnó con fundamento en que, al calcular de ese modo, se estaba aplicando retroactivamente la mencionada norma (f. 377).--



Dicha objeción fue rechazada por el juez de la causa, por considerar que con la aplicación de la mencionada normativa a las consecuencias no reparadas de contingencias ocurridas durante la vigencia de otras normas, no se estaba frente a una aplicación retroactiva sino ante una situación o relación jurídica existente (ff. 392/395).-------------------------------------------------



Contra esta última, el accionado dedujo apelación sosteniendo idénticos argumentos que en la primera instancia (fs. 398 y fs. 404/410). Apelación acogida, aunque con fundamento en que la planilla de liquidación practicada por el contador del juzgado había violentado la cosa juzgada, por cuanto en la sentencia de condena obrante a fs. 343/352, no se había dispuesto el reajuste contemplado en la Ley 26773.---------------------


VI) En este contexto, en el que llegó la actora a esta instancia corresponde, por razones metodológicas, analizar en primer término los argumentos contra la posición del tribunal A-quo respecto de la cosa juzgada en el caso bajo estudio, en tanto le endilga que ha incurrido en violación al principio de congruencia.-----------------



En esa tarea, cabe recordar que el principio de autoridad de la cosa juzgada responde a la necesidad de que el orden y la paz reinen en la sociedad poniendo fin a los litigios y evitando que los debates entre las partes se renueven indefinidamente. En consecuencia, su aplicación es materia de orden público y los jueces pueden y deben declararla aun de oficio para resguardar un instituto de jerarquía constitucional. -------------------



Siendo ello asi, el Tribunal a-quo no se apartó del principio de congruencia, al resolver como lo hizo, aun cuando la cosa juzgada no había sido motivo puntual de agravio del apelante. A más de ello, lo planteó de modo indirecto en la primera instancia, al impugnar la planilla de liquidación practicada por el contador del tribunal (f 377) cuando expresó que su parte no había sido condenada por la Ley 26773. En consecuencia, el agravio de la actora en este punto, no puede prosperar.------------------------



VII) Afectación de la cosa juzgada (sentencia de condena de ff. 343/352).----------------------------------



Cabe ahora verificar –por ser materia de agravio- si la liquidación de que se trata afectó la cosa juzgada al calcular los montos indemnizatorios aplicando un mecanismo de actualización (RIPTE) del capital, cuya utilización no había sido ordenada en la sentencia de condena.--------------------------------------------------

A tal fin, resulta necesario señalar que el RIPTE (Remuneraciones imponibles promedio de los trabajadores estatales) es un sistema de actualización que no implica que la deuda se torne más onerosa, sino que busca que se mantenga incólume su monto originario. Es decir, una herramienta para traer a valores actuales prestaciones que el proceso inflacionario había envilecido.-----------------------------------------------



Así lo ha señalado la CSJN en "Camusso" (Fallos: 294:434), en el marco de la Ley 20695, al referir a la actualización de los créditos laborales y su vinculación con la cosa juzgada.--------------------------------------



En el precedente citado, se analizó la constitucionalidad del art. 2 de la referida norma, en tanto disponía que la actualización de los créditos demandados judicialmente, provenientes de las relaciones individuales de trabajo, incluía a los juicios en trámite al momento de entrar aquélla en vigencia, comprendiendo el proceso de ejecución de sentencia y cualquiera fuera la etapa en que esos juicios se encontrasen. Los argumentos de la demandada, para descalificar el precepto legal en cuestión, se centraron en que de esa manera se violaba el derecho de propiedad, de consagración constitucional (art. 17 CN).---------------------------------------------------



Ante ese planteo, el Máximo Tribunal Nacional sostuvo que, dicha actualización era la forma en que los créditos laborales demandados judicialmente debían ser calculados hasta el momento del efectivo pago y adecuaba de una manera más realista la incidencia de la mora del deudor en el cumplimiento de su obligación.---------------



Agregó asimismo que la seguridad jurídica no se encontraba dañada por cuanto no existía una modificación sustancial en cuanto al monto del crédito reconocido en la sentencia.------------------------------------------------



Determinó también que, no son inválidas las disposiciones legales que sin desconocer la sustancia de una decisión judicial, sólo actualizan el monto de la condena y que lejos de menoscabar la autoridad de la cosa juzgada la salvaguardan, porque salvaguardan su justicia, sin la cual el más íntimo sentido de dicha autoridad, que es su sentido moral, no es concebible.--------------------



Puntualmente sostuvo que lo que la cosa juzgada busca fijar definitivamente no es tanto el texto formal del fallo cuanto la solución real prevista por el juez a través de éste, es decir -en el caso- el resarcimiento íntegro del crédito del acreedor y su inmutabilidad a través de todo el proceso judicial.-----------------------



En el mismo pronunciamiento indicó “Que, sin duda alguna, toda sentencia ejecutoriada supone un derecho adquirido del que es titular la parte que con ella se beneficia. Este derecho, cuando se lo considera en el plano constitucional, se encuentra protegido por la garantía establecida en los arts. 14 y 17 de la Ley Fundamental. En consecuencia, ese derecho adquirido, a semejanza de todas las manifestaciones de la propiedad individual, se halla sujeto a las leyes que reglamentan su ejercicio, las que no pueden someterlo “a allanamiento total" mas sí a "restricción razonable" (Fallos: 235:171)”.------------------------------------------------ 



En esa línea de razonamiento y siguiendo al Procurador General, la Corte agregó que con dicha normativa en la que se disponía la actualización de los créditos laborales conforme un indicie de depreciación monetaria aún para los con sentencia firme y en etapa de ejecución, no se modificaba la obligación sino que se determinaba el quatum en que ella se traducía cuando había existido variación en el valor de la moneda; y que en consecuencia, el desmedro patrimonial que para el deudor moroso derivaba de aquella alteración no revestía entidad tal que conduzca concluir en la existencia de una lesión sustancial al derecho de propiedad, privándolo solamente de un beneficio producto de su incumplimiento. -----------



Dijo además que, en todo caso, el derecho de propiedad afectado sería el del acreedor a quien se le pagaría -si no se aplicara la actualización- con una moneda desvalorizada cuyo poder adquisitivo sería inferior al que tenía cuando nació el crédito, y que si la demandada hubiera cumplido debidamente sus obligaciones al tiempo del fallecimiento del empleado, no se habría visto compelida al pago de la indemnización actualizada.-------- 



Si bien el precedente Camusso refiere a una ley distinta, resulta válido en el caso a estudio lo sentado por la Corte repecto de la actualización de los créditos laborales y la cosa juzgada.------------------------------ 



En consecuencia, aplicar un método de actualización del crédito laboral al fijar el quantum indemnizatorio mediante la confección de la planilla de liquidación en etapa de ejecución de sentencia, no importa modificar la cosa juzgada, sino mantener intacta la decisión del juez.----------------------------------------



En razón de ello, cabe concluir que no se estaba frente a un supuesto de violación de la cosa juzgada.-----



VIII) Ahora bien, sin perjuicio de lo hasta aquí  expresado, no es en vano señalar que, si bien el fallo venido en casación hizo lugar a la apelación de la demandada con fundamento en que la planilla de liquidación violaba la cosa juzgada, también dejó en claro su criterio respecto de la cuestión de fondo sometida a su decisión.--



En efecto, a ff. 423/430 sostuvo que en el caso no se estaba ante una aplicación retroactiva de la ley (Ley 26773) sino inmediata, por tratase de situaciones jurídicas vigentes, no extinguidas, coincidiendo de ese modo con el criterio de la jueza de primera instancia sostenido en su sentencia de ff. 392/393 al rechazar la impugnación de planilla planteada por la demandada. Es decir, en ambas instancia hubo pronunciamiento sobre dicha cuestión.-------------------------------------------------



Por otro lado, cierto es también que, dicho argumento no fue el que motivó la decisión en segunda instancia a favor de la demandada, sino el de la existencia de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada.--------------------------------------------------



En razón de ello, no existía agravio para la accionada que la condujera a cuestionar aquel criterio, en tanto el recurso le había sido favorable, aun cuando en la impugnación de planilla y en la apelación había cuestionado la aplicación de la Ley 26773 al caso, con fundamento en que se trataba de una contingencia anterior a su entrada en vigencia.---------------------------------



En consecuencia, habiendo concluido en la presente que no se estaba en presencia de un supuesto de violación a la cosa juzgada, este Alto Cuerpo, al revocar el fallo recurrido podría mandar a que se dicte nuevo pronunciamiento sobre la cuestión de fondo planteada, esto es, si correspondía aplicar RIPTE (art. 8 Ley 26773) a la indemnización por fallecimiento y al adicional pago único, por un hecho anterior a la entrada en vigencia de la ley que lo regula (Ley 26773).--------------------------------



Sin embargo, atento el modo como se ha desarrollado este proceso, el tiempo transcurrido desde el dictado de la sentencia de condena que se encuentra firme, la naturaleza de los derechos en juego, y siendo que sobre dicha cuestión, la CSJN se ha pronunciado en el fallo “Espósito” (Fallos 339:781), este Alto Cuerpo, considera oportuno este caso para dejar sentada su posición al respecto, a fin de evitar de ese modo el desgaste jurisdiccional que podría originar no fijar criterio sobre dicha cuestión. Ello, en tanto entiende que, de no hacerlo, obligaría a las partes a transitar a tal fin, nuevamente por esta vía extraordinaria, con los consiguientes perjuicios que, en especial a la actora, ocasionaría el paso del tiempo, la alongación del proceso, y la dilación del cobro de su crédito alimentario, cuya procedencia se encuentra firme.---------------------------

IX) Dicho ello, cabe resaltar que el índice RIPTE que el contador del juzgado de primera instancia aplicó, si bien no altera la cosa juzgada en tanto persigue mantener incólume el contenido de la sentencia firme, se encuentra previsto en la Ley 26773 sobre cuya aplicación a los créditos originados en contingencias anteriores a su entrada en vigencia, ha sido rechazada por la CSJN en la causa “Espósito” (Fallo 339:781).-----------



En efecto, la Corte Suprema en el fallo “Espósito, Dardo Luis c/ Provincia ART S.A. s/ accidente - ley especial" (7/6/2016) ha sostenido, respecto de esta temática puntual que en la presente se analiza, que “[L]a propia Ley 26773 estableció pautas precisas para determinar a qué accidentes o enfermedades laborales correspondería aplicarles las nuevas disposiciones legales en materia de prestaciones dinerarias…y ante la existencia de estas pautas legales específicas queda excluida la posibilidad de acudir a las reglas generales de la legislación civil sobre aplicación temporal de las leyes...”.------------------------------------------------



En ese entendimiento, con fundamento en el art. 17.5 de la Ley 26773, sostuvo que “...[L]os nuevos importes 'actualizados' solo rigen para la reparación de contingencias cuya primera manifestación invalidante haya ocurrido con posterioridad a la fecha de entrada en vigencia del capítulo de la ley referente a las prestaciones dinerarias del régimen de reparación...”.---- 



En suma, en el precedente citado estableció  que “que la Ley 26773 dispuso el reajuste mediante el índice RIPTE de los ‘importes’ a los que aludían los arts. 1°, 3° y 4° del decreto 1694/2009 exclusivamente con el fin que esas prestaciones de suma fija y pisos mínimos reajustados se aplicaran a las contingencias futuras; más precisamente, a los accidentes que ocurrieran y a las enfermedades que se manifestaran con posterioridad a la publicación del nuevo régimen legal. El texto del art. 17.5, al establecer que ‘las disposiciones atinentes a las prestaciones en dinero entrarían en vigencia a partir de la publicación de la ley en el Boletín Oficial, no dejó margen alguno para otra interpretación”.------------------



En consecuencia, y conforme al precedente “Espósito, Dardo Luis c. Provincia ART S.A. s/accidente - ley especial” de la CSJN, sent. del 07/06/2016, de acuerdo a lo dispuesto en el art. 17.5 de la Ley N° 26773, las disposiciones atinentes a las prestaciones en dinero y en especie de esa ley entraron en vigencia a partir de su publicación en el Boletín Oficial (26/10/2012) y se aplican a las contingencias previstas en la Ley 24557 y sus modificatorias, cuya primera manifestación invalidante se hubiese producido a partir de esa fecha.---------------



Siendo esta la doctrina del Máximo Tribunal Nacional, es de recordar que “Si bien la Corte Suprema sólo decide en los procesos concretos que le son sometidos y sus fallos no resultan obligatorios para casos análogos, los jueces inferiores tienen el deber de conformar sus decisiones a sus sentencias, por lo que carecen de fundamento aquéllas que se apartan de los precedentes del Tribunal sin aportar nuevos argumentos que justifiquen modificar la posición sentada por el mismo, en su carácter de intérprete supremo de la Constitución Nacional y de las leyes dictadas en su consecuencia, especialmente en supuestos donde dicha posición fue expresamente invocada por el apelante” (CSJN, sent. del 23/06/09, en autos: “Casa Casmma S.R.L. s/ Concurso Preventivo Incidente de Verificación tardía promovido por Municipalidad de La Matanza”).------------------------------------------------


El deber de los tribunales inferiores de conformar sus decisiones a las sentencias de la Corte Suprema no importa la imposición de un puro y simple acercamiento de la jurisprudencia de ésta, sino el reconocimiento de la autoridad que inviste. Su finalidad  es la de preservar la coherencia de las soluciones arbitradas por los tribunales inferiores de la Nación con las del Máximo Tribunal como último intérprete de la Constitución, a efectos de evitar demoras y el dispendio jurisdiccional que supone la sistemática interposición y apertura de recursos extraordinarios en la casi totalidad de los casos en los que se plantean cuestiones análogas. 

Así también en las cuestiones de derecho común (no federales) –como la aquí involucrada- nuestro Máximo Tribunal Nacional, cumple una función o atribución nomofiláctica a través de sus pronunciamientos, creando así una especie de obligación moral para los tribunales inferiores, en aras, de los principios de economía y celeridad procesal. Tal lo sucedido, entre otros, en fallos como "Vizzoti", "Aquino", "Silva", "Llosco" y "Milone".-------------------------------------------------



En ese mismo sentido se ha manifestado la doctrina al afirmar la existencia de un deber moral de seguir las directivas jurisprudenciales de la Corte, al cual define como una obligación ética basada en una presunción de verdad motivación axiológica y en razones de economía procesal motivación práctica: impedir trámites recursivos que podrían ahorrarse” (Sagües, Nestor Pedro, E.D. T. 93, pp. 891 y ss). -------------------------------


El referido pronunciamiento, en tanto se trata de una cuestión de naturaleza de derecho común -a la luz del sistema federal adoptado por los arts. 67.11, 100, 104 y 105 de la Constitución Nacional- no obliga a los tribunales inferiores. -----------------------------------


Sin perjuicio de ello y a efecto de evitar tambien un dispendio jurisdiccional que afectará -en ultima ratio- al sujeto de preferente tutela constitucional o como en el caso a sus derechohabientes, debe aplicarse la doctrina sentada por la corte nacional en el mencionado precedente, por cuanto, las indemnizaciones a las que fuera condenado a pagar el demandado mediante sentencia, corresponden a una contingencia –muerte del trabajador- acaecida con anterioridad (05/7/2010) a la entrada en vigencia de la ley 26.773, conforme se desprende de las constancias de la causa.----------------------------------------------------


X) Por otro lado, la actora plantea también que el A-quo no se pronunció sobre la conversión en forma de pago único, de la prestación mensual establecida en el art. 15 punto 2 de la Ley 24557, solicitada por su parte, con fundamento en la Ley 26773 (Régimen de ordenamiento de la reparación de los daños derivados de los accidentes de trabajo y enfermedades profesionales).--------------------



En este punto es de señalarse que conforme surge de autos, el tribunal de apelación resolvió (fs. 423/430) dentro del marco delineado por los agravios del apelante (arts. 174 y 175 del CPL), los cuales se limitaron a la aplicación del Ripte para el cálculo de las prestaciones debidas por la demandada. En consecuencia no ha incurrido en omisión alguna que justifique su descalificación como acto jurisdiccional válido.-------------------------------   



Sin perjuicio de ello, cabe advertir al recurrente, que de las constancias de la causa -planilla de liquidación f. 375– se desprende que la prestación de que se trata había sido liquidada a efecto de ser abonada en forma de pago único; cálculo que no fue objeto de impugnación por la demandada (fs. 377). Abona esta interpretación las constancias de ff. 484, 486 y 487 de autos (ejecución parcial), por lo cual la critica bajo análisis carece de entidad, imponiéndose así su rechazo.--



Ahora bien, y a modo de obiter dictum, no es en vano establecer que el art. 2º, último párrafo, de la Ley 26773 se adecua a lo fijado ya por el Máximo Tribunal Nacional en precedente “Milone” (Fallos: 327:4607), al disponer que "el principio general indemnizatorio es de pago único, sujeto a los ajustes previstos en el régimen de que se trata”. ---------------------------------------



En efecto, “Si bien la forma en que fue redactada la norma fue objeto de justificadas críticas doctrinarias, lo cierto es que no pueden caber dudas de que la solución legal fue la de eliminar el pago de las indemnizaciones legales en forma de renta periódica mensual, sin perjuicio de la subsistencia de la prestación mensual prevista en el art. 17.2 de la Ley 24557 para los supuestos de "gran invalidez" y de los casos de los pagos sustitutivos de salario que supone el pago de los montos previstos en el art. 208 de la LCT para los casos de los trabajadores en situación de incapacidad laboral temporaria (conforme art. 6º del dec. 1694/2009), lo que se ve abonado por la regla del art. 17.1 de la Ley 26773, que deroga expresamente el art. 19 de la Ley 24557, que regulaba la contratación de la renta periódica justamente a los fines del pago de estas prestaciones al tiempo que establecía que "las prestaciones indemnizatorias dinerarias de renta periódica, previstas en la citada norma, quedan transformadas en prestaciones indemnizatorias dinerarias de pago único, con excepción de las prestaciones en ejecución" (La reparación sistémica de los infortunios laborales luego de la reforma de la Ley 26773 y de su reglamentación establecida por el dec. 472/2014-Nagata, Javier - Cita Online: AP/DOC/1666/2014).- 



De la literalidad de la norma en cuestión, se desprende que en ese caso, la trasformación a pago único es automática, por disposición expresa de la ley, motivo por el cual no es necesario un pronunciamiento en particular ordenando que así se proceda, sino que al ejecutarse la sentencia de condena, debería abonarse en la forma que lo dispone el mencionado precepto legal.-------- 



XI) Sin perjuicio de lo hasta aquí resuelto,  dado la naturaleza y entidad de los intereses en juego, y en el contexto en que estas decisiones son adoptadas,entendemos que no es en vano señalarles a los actores judiciales (juez y partes) la importancia de acudir a las herramientas procesales que la Ley 7049, entre otras, provee, a efecto de posibilitar el cumplimiento de los objetivos y principios del procedimiento laboral descriptos en el art. 1 de la mencionada ley de rito, entre ellos, el de celeridad y el de economía procesal.-------------------------------------



Así, en uso de las facultades regladas por los arts. 11 (incs. 1 y 2) y 12 (inc. d) del CPL, y ante la posibilidad de que, dado el resultado al que se arriba en la presente, existan aspectos no controveriales en la causa, cabe recomendar que se evalúe la factibilidad de aplicar las normas que regulan la ejecución parcial de sentencia (ART 204 CPL), siempre y cuando, las circunstancias particulares de la causa así lo permitan y se cumplan con los recaudos que informan al instituyo en cuestión, extremos estos que deberán ser evaluados por el juez de la causa.-----------------------------------------



En consecuencia, jurisprudencia, doctrina y normativa citada, y oído que fuere el Sr Fiscal General, Voto por: I) RECHAZAR el recurso de casación deducido a fs. 431/456 por la actora. En su mérito II) CONFIRMAR, la sentencia de la Excma. Cámara de Apelaciones de Trabajo y Minas de Segunda Nominación, de fecha veintidós de diciembre de 2015, cuya copia obra a fs. 423/430, por los argumentos desarrollados a lo largo de la presente. En razón de ello III) Disponer que, en la instancia que corresponda, se practique nueva planilla de liquidación con arreglo a los parámetros fijados en la presente. IV) Eximir de costas al recurrente por encontrarse comprendido dentro del supuesto del art. 62 último párrafo del CPL.---



A estas mismas cuestiones, el Dr. Sebastián Diego Argibay dijo:
Que comparte los argumentos esgrimidos por el Vocal preopinante, Dr. Gustavo Adolfo Herrera, emitiendo su voto en idéntico sentido.  



A estas mismas cuestiones, el Dr. Eduardo Federico Lopez Alzogaray dijo: Que comparte los argumentos esgrimidos por el Vocal preopinante, Dr. Gustavo Adolfo Herrera, emitiendo su voto en idéntico sentido. Con lo que se dió por terminado el Acto, firmando los Sres. Vocales, por ante mí, que doy fe. Fdo: Gustavo Adolfo Herrera – Sebastian Diego Argibay - Eduardo Federico Lopez Alzogaray – Ante mí: Dr. Mario José Medina - Secretario Judicial Autorizante - Es copia fiel del original, doy fe.- 
Santiago del Estero siete de junio año dos mil diecinueve.
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